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Resumen: En el presente trabajo, se abordan las garantías jurídicas aplicadas por las Corporaciones 
Autónomas Regionales (car) como sujetos obligados en el acceso a la información ambiental en 
Colombia. Se empleó una metodología cualitativa, con enfoque sociojurídico, método hermenéutico 
y una recolección de información por medio de 33 derechos de petición presentados a todas las car 
del país. Entre las car no hay una comprensión sustentada en el respeto a la identidad y una razón su-
ficiente de los derechos y el acceso a la información ambiental, y se reitera una asimilación que tras-
toca la interdependencia material y finalista de cada uno de los tres derechos. De forma paralela, no 
en todas las car se evidencia el cumplimiento de deberes legales sobre el acceso a la información am-
biental en su calidad de sujetos obligados, y predomina una ambigüedad en la comprensión de cada 
uno de los tres derechos como potestades ontológicas y deontológicas con una identidad propia.
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Accessing Environmental Information through Regional 
Autonomous Agencies (CARs) in Colombia

Abstract: This paper examines the legal guarantees applied by Regional Autonomous Agencies (CARs) 
as regulated entities responsible for ensuring access to environmental information in Colombia. The 
study adopted a qualitative, socio-legal framework using a hermeneutic method; data was gathered 
through 33 statutory petitions for information submitted to every CAR across the country. The find-
ings reveal a lack of clear understanding among these agencies regarding the distinct identity and 
legal foundations of access to environmental information. Instead, recurring conflation disrupts the 
substantive and purposive interdependence of the right to information, the right of access to infor-
mation, and the right of access to environmental information. Additionally, compliance with statutory 
duties varies significantly among CARs, and an overall ambiguity prevails regarding the conceptual-
ization of these three rights as autonomous ontological and deontological entitlements with their 
own distinct identities.

Keywords: Right to information; right of access to information; right of access to environmental 
information; statutory petitions for information; Regional Autonomous Agencies.

O acesso à informação ambiental através das Agências Ambientais 
Regionais (CAR) da Colômbia

Resumo: Este artigo analisa as garantias jurídicas aplicadas pelas Agências Ambientais Regionais 
da Colômbia (Corporaciones Autónomas Regionales, CAR), na sua condição de sujeitos obrigados, no 
acesso à informação ambiental naquele país. Empregou-se uma metodologia qualitativa, com abor-
dagem sociojurídica, método hermenêutico e coleta de dados por meio de 33 direitos de petição (pe-
didos de acesso à informação) apresentados a todas as CAR. Constata-se que não há, entre as CAR, 
uma compreensão sustentada no respeito à identidade e na razão suficiente dos direitos e do aces-
so à informação ambiental; reitera-se, outrossim, uma assimilação que distorce a interdependência 
material e finalística do direito à informação, o direito de acesso à informação e o direito de acesso 
à informação ambiental. Paralelamente, o cumprimento dos deveres legais sobre o acesso à infor-
mação ambiental na condição de sujeitos obrigados não é evidente em todas as CAR, predominando 
uma ambiguidade na compreensão de cada um dos três direitos como prerrogativas ontológicas e 
deontológicas dotadas de identidade própria.

Palavras-chave: direito à informação; direito de acesso à informação; direito de acesso à 
informação ambiental; direito de petição; Corporações Autônomas Regionais.
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Introducción
Comprender el ejercicio de los derechos de acceso 
a la información, a la participación democrática y a  
la justicia en asuntos ambientales por parte de las 
car, en cumplimiento de las funciones que les co-
rresponden para proteger los derechos colectivos y 
del ambiente, conforme con las disposiciones jurí-
dicas vigentes en Colombia, es una acción que se 
desprende de la siguiente pregunta: ¿Qué garantías 
aplican las car como sujetos obligados en el acceso 
a la información ambiental, a partir de las dispo-
siciones del ordenamiento jurídico colombiano? 
Un interrogante que solo se focaliza en el acceso 
a la información, si se tiene presente que esta hace 
parte del contenido del derecho a la participación 
ambiental, y es consecuentemente interdependien-
te con el derecho de acceso a la justicia (Sentencia 
T-361, 2017). La aprehensión de esa pregunta no 
solo responde a las alarmantes cifras de vulnera-
ción de este tipo de derechos en los últimos años, 
de manera especial sobre defensoras y defensores 
ambientales, también a varios antecedentes jurí-
dicos que definen la historia ambiental de Colom-
bia para enfrentar los conflictos que se dan en ese 
sector.

En la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro en 
1992, con el principio 10 de la declaración que fue 
adoptada en ese escenario multilateral, se acordó 
que los derechos de acceso constituyen “el mejor 
modo de tratar las cuestiones ambientales” (onu, 
1992). Lo que confirmó que el ejercicio del acceso a 
la información, la participación y la justicia es, en 
ese orden secuencial, una proyección neguentró-
pica adecuada para materializar la sostenibilidad 
ambiental, pero también social y económica (Se-
reno Marín, 2022). El compromiso con el asegura-
miento de los derechos de acceso fue confirmado 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Desarrollo Sostenible de Río de Janeiro de 2012, 
donde se recalcó “que la participación amplia del 
público y el acceso a la información y los procedi-
mientos judiciales y administrativos son esencia-
les para promover el desarrollo sostenible” (onu, 
2012, p. 12).

Instrumentos internacionales como los men-
cionados representaron para América Latina y el 

Caribe la necesidad de elaborar un marco regu-
latorio común que permita el ejercicio de los de-
rechos de acceso en asuntos ambientales, a partir 
de indicadores básicos que los salvaguarden como 
derechos humanos en el sector ambiente. Según 
Castro y Calderón (2018, p. 161), esos derechos re-
presentan un trabajo para consolidar “un derecho 
ambiental democrático”, a partir de los cuales se 
reconoce que la disponibilidad y el acceso a la in-
formación, los obstáculos y dilaciones en el ejer-
cicio a la participación en procesos ambientales y 
las respuestas de la justicia a los conflictos en ese 
sector, son tres dimensiones de una misma reali-
dad, crítica y compleja, en la que se conjugan los 
alcances axiológicos de los tres derechos de ac-
ceso, y tras ellos, de los derechos que buscan ser 
accedidos.

En Colombia, su reconocimiento se presentó a 
través de leyes como la 1844 de 2017, por medio de 
la cual se aprobó el Acuerdo de París, y en especial 
de la Ley 2273 de 2022, que aprobó el “acuerdo re-
gional sobre el acceso a la información, la partici-
pación pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe”, adop-
tado en Escazú, Costa Rica. Normas como las cita-
das reconocen que “uno de los mayores reclamos 
de las poblaciones de territorios destinados a la ex-
tracción de recursos naturales se refiere al limita-
do acceso a información completa, adecuada y de 
calidad” (Aranibar et al., 2011, citados en la Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe 
- cepal, 2018, p. 139). “Cuando el Estado tiene la 
obligación de contar con los mecanismos e institu-
ciones que garanticen ese acceso a la información 
se permite una adecuada toma de decisiones y ac-
ceso a la justicia” (Herrera et al., 2013, p. 222). En 
ello coincide Sereno Marín (2022), cuando afirma 
que “a través de información se tiene una mayor 
comprensión de los problemas públicos, una ma-
yor conciencia sobre la actuación institucional” (p. 
203).

La incorporación de los referentes interna-
cionales sobre los derechos de acceso en asuntos 
ambientales representa un ajuste significativo que 
deben emprender las instituciones que integran el 
Sistema Nacional Ambiental (sina), al ser las auto-
ridades competentes que están en la primera línea 
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de realización de esos contenidos que ahora hacen 
parte del ordenamiento jurídico nacional. Luego 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble (Minambiente), que es la máxima autoridad en 
el sina, están las car, personas jurídicas públicas, 
creadas mediante ley, cuya conformación respon-
de a la caracterización homogénea del territorio o 
ecosistema donde tienen jurisdicción y ejercen sus 
competencias, toda vez que se conforman “por las 
entidades territoriales que por sus características 
constituyen geográficamente un mismo ecosiste-
ma o conforman una unidad geopolítica, biogeo-
gráfica o hidrogeográfica” (Ley 99, artículo 23, 
1993, párr. 1). Razón para ser “catalogadas como la 
máxima autoridad ambiental en el área de su juris-
dicción” (Sentencia, C-047, 2018, párr. 4.3).

Según Tenorio (2009, p. 69), si se tiene presente 
que “la información en manos ciudadanas permi-
te que la interacción democrática sea más plena y 
consciente, abatiendo la corrupción y el ocultis-
mo”, es de resaltar que entre las funciones vincu-
ladas de la manera más directa y textual con los 
derechos de acceso en asuntos ambientales a cargo 
de las car, sobresalen “promover y desarrollar la 
participación comunitaria en programas de pro-
tección ambiental, de desarrollo sostenible y de 
manejo adecuado de los recursos naturales reno-
vables” e “implantar y operar el Sistema de Infor-
mación Ambiental en el área de su jurisdicción, de 
acuerdo con las directrices trazadas por el Minis-
terio del Medio Ambiente” (Ley 99, artículo 31, 3, 
1993, párr. 2; Ley 99, artículo 31, 22, 1993, párr. 3). 

Pero además de estas, son varias las funciones 
que demandan del aseguramiento del acceso a la 
información ambiental, y tras ella, a la participa-
ción, y a la justicia, siempre que “la participación 
informada de la población en etapas tempranas 
de la toma de decisiones en materia ambiental 
contribuye a prevenir futuros conflictos socioam-
bientales” (cepal, 2018, p. 13). El acceso a la in-
formación ambiental se identifica como respaldo 
necesario para el ejercicio de otras funciones de 
las car, como por ejemplo sucede con el otorga-
miento de concesiones, autorizaciones, permisos 
y licencias ambientales, según la Ley 99, artículo 
31, 9 (1993), el ejercicio de funciones de evaluación, 
control y seguimiento ambiental sobre actividades 

relacionadas con recursos naturales no renovables, 
así como de los usos del agua, el aire, el suelo y los 
demás recursos naturales renovables (Ley 99, artí-
culo 31, 11 y 12, 1993).

Las car son sujetos obligados frente al acceso 
a la información ambiental; se trata, después del 
Minambiente, de las máximas expresiones insti-
tucionales que deben cumplir una función ejem-
plificante, que parte de las comprensiones que 
deben tener sobre los contenidos incorporados 
por las nuevas disposiciones jurídicas con las que 
el Estado de Colombia no solo busca cumplir con 
sus compromisos internacionales en materia am-
biental, sino proporcionar insumos suficientes y 
actuales para la solución de conflictos ambienta-
les, en un marco jurídico que refuerza la seguridad 
de la democracia ambiental en el Estado social de 
derecho.

Comprender el ejercicio del derecho de acceso 
a la información por parte de las car, en cumpli-
miento de las funciones que les corresponden para 
proteger los derechos colectivos y del ambiente, 
parte de comprender las garantías que aplican 
como sujetos obligados en el acceso a esa infor-
mación ambiental, a partir de las disposiciones del 
ordenamiento jurídico colombiano. Para realizar 
dicho cometido, en un primer momento se ex-
ploraron las formas de comprensión que las car 
tienen sobre esos tres derechos, identificando las 
significaciones que proporcionan sobre cada uno 
de ellos, y se analizó el ejercicio que despliegan 
como sujetos obligados frente al acceso a la infor-
mación ambiental. Con base en esa experiencia se 
propone una aclaración dogmático-jurídica del 
derecho de acceso a la información ambiental, a 
partir de un ejercicio hermenéutico de tipo deduc-
tivo, en la medida que se le interpreta a la luz del 
derecho a la información, y del derecho de acceso 
a la información. 

Materiales y métodos
La ruta metodológica partió del modelo cualitati-
vo, pues lejos de pretender comprender la realidad 
propuesta a través de una evaluación de la expe-
riencia institucional de las car, a partir de linea-
mientos hipotéticos, experimentales y deductivos, 
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se acudió al emplazamiento natural de ese modelo 
de investigación, a la significación de las diferen-
tes perspectivas narradas y de las comprensiones 
que se tienen sobre esa experiencia, tomando como 
punto de base el ejercicio de las car en su calidad 
de sujetos obligados en el acceso a la información 
ambiental (Parrilla, 2000).

La evaluación cualitativa no se concentra en 
dimensiones experienciales generalizantes ni de 
alcance predictivo, razón por la que no aborda los 
cuántos o los hasta qué punto, pues se mantiene 
en los umbrales de alcanzar la comprensión por 
medio de los cómo y los por qué. Lo anterior exi-
gió investigar cómo las car comprenden el acceso 
a esa información, como saber y como práctica; 
y cómo comprenden el acceso a la información a 
partir de las formas de recibir y apropiar las nor-
mas y de ejercer los roles frente a ese derecho fun-
damental (Ameigeiras, 2006; Flick, 2007; Moriña, 
2003; Pujadas, 2002; Sandín, 2003; Taylor y Bog-
dan, 2010). Lo cualitativo incidió desde el carácter 
inductivo al asumir cada una de las experiencias 
institucionales de las car, como ejercicios de auto-
ridad legítima respaldados en la seguridad jurídica 
que institucionalizan patrones de relacionamiento 
y comportamiento administrativo ambiental en 
territorios específicos, a partir de los esfuerzos em-
prendidos para facilitar el acceso a la información.

La aprehensión del investigador sobre las car 
implicó una fusión de horizontes, de una parte, 
instrumental, desde la interposición de 33 dere-
chos de petición que fueron usados como mecanis-
mo de acceso a información con cada una de esas 
entidades, abarcando la totalidad de esas institu-
ciones a nivel nacional. Los derechos de petición 
abordaron el rol que tienen las car como sujetos 
obligados en el acceso a la información ambiental, 
condición a partir de la cual se les formularon las 
siguientes preguntas tomando como base la expe-
riencia institucional: ¿Cómo comprende la car el 
derecho a la información? ¿Cómo comprende la 
car el derecho de acceso a la información? ¿Cómo 
comprende la car el derecho de acceso a la infor-
mación ambiental? Todas dimensiones de la cate-
goría “derecho de acceso”, a partir de las cuales fue 
posible identificar la comprensión que se predica 
de la identidad y razón suficiente de cada uno de 

los tres derechos, al tiempo que permitió comparar 
sus aspectos diferenciales. En el derecho de peti-
ción también se solicitó que describieran los me-
dios físicos y digitales que la car implementó en 
el periodo de marzo de 2018 a diciembre de 2023, 
para divulgar proactivamente la información pú-
blica ambiental y responder de buena fe, de ma-
nera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las 
solicitudes que recibe; y que describieran el sistema 
de apoyo al usuario o de asistencia para trámites y 
servicios para facilitar el acceso a la información 
pública ambiental. 

Los derechos de petición fueron interpuestos 
en dos momentos del primer semestre de 2024; los 
primeros 33 estuvieron dirigidos a la totalidad de 
car del país, fueron radicados el 26 de febrero, y 
en ellos se remitió un enlace de acceso al conte-
nido de las peticiones organizadas en un formato 
en Google Drive. A partir de la radicación de esos 
derechos de petición, varias de las entidades mani-
festaron la imposibilidad técnica de dar respuesta 
a través de un enlace externo a la entidad, moti-
vo por el cual se tuvo que reenviar el derecho de 
petición como archivo adjunto a un total de cinco 
car. De la totalidad de instituciones peticionadas, 
dieron resolución 23 de ellas.

La fusión de horizontes se guio por lineamien-
tos metodológicos hermenéuticos, indagando cada 
resolución de fondo de los derechos de petición 
como una narrativa significada por cada insti-
tución, a partir de la función que cumple en su 
contexto como sujeto obligado. Cada derecho de 
petición fue desagregado, pasando del todo de las 
peticiones a cada una de estas de manera específi-
ca, asumidas como partes que significan la totali-
dad del ejercicio de las car como sujetos obligados 
en el acceso a la información ambiental. La inter-
pretación se apoyó en el cuestionamiento a cada 
petición en particular, así como su integración y 
repercusión en el todo del rol que las car tienen 
como sujetos obligados en el acceso a la informa-
ción ambiental. 

El acatamiento del carácter holístico, emergen-
te y flexible del modelo cualitativo impidió desco-
nocer el silencio de las car que no atendieron el 
derecho de petición. Toda vez que en la investiga-
ción cualitativa el silencio “no es una ausencia de 
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comunicación, sino que podría ser una estrategia 
de comunicación de quienes participan en la in-
vestigación” (Kawabata y Gastaldo, 2015, p. 5). La 
omisión de la resolución de fondo de 10 de los 33 de-
rechos de petición se asumió como una expresión 
de los roles sociales que tiene el silencio, asumido 
en este caso por instituciones oficiales, se estima 
que dicho silencio se inclina a la conservación  
de las tradicionales posiciones en las relaciones de 
poder que suelen definir las interacciones entre la 
administración con los administrados, cuando se 
entabla la relación por medio de una petición, en 
la medida que con la trasgresión de ese derecho 
fundamental reapareció el distanciamiento entre 
ambos actores, pero motivado por la administra-
ción, que en la desatención al deber que le cabe 
sobre la petición, blinda su postura institucional 
frente a riesgos que pueden estar representados en 
la exposición pública que opera por medio de sus 
respuestas, lo que puede develar desconocimiento, 
desactualización, desorganización, falta de trans-
parencia, facilitación, eficiencia y eficacia, y con 
ello, posibles incumplimientos jurídicos (Nakane, 
2007). Por lo anterior, en este caso se procede con 
la divulgación de los resultados a partir de las 23 
respuestas que resultaron de la elaboración inten-
cionada de contenidos.

La información que se expone de cada una de 
las CAR es el resultado de las transcripciones de las 
respuestas a cada una de las peticiones realizadas 
en el trabajo de campo de la investigación, infor-
mación que ha sido manejada en distintos soportes 
para hacer el análisis, específicamente, por medio 
de fichas de registro y de una matriz de sistemati-
zación que dio lugar al análisis de la información. 
En esa matriz en las columnas se localizaron las 
peticiones, y con cada una de ellas, las respuestas 
emitidas, mientras en que en las filas se ubicaron 
las 33 car peticionadas, lo que facilitó la triangula-
ción y ponderación como estrategias de contrasta-
ción. A partir de la distribución de las unidades de 
análisis en cada una de las casillas de la matriz, se 
emprendió una codificación respaldada en las tres 
categorías predefinidas: derecho a la información, 
derecho de acceso a la información, y derecho de 
acceso a la información ambiental. Una vez finali-
zada la categorización, se emprendió el trabajo de 

estructuración entre las categorías, separando las 
unidades de análisis que expresaban la identidad 
y razón suficiente de aquellas que dieron lugar a la 
fusión en una sola categoría. La identidad y la no 
contradicción entre los derechos a la información, 
el derecho de acceso a la información y el derecho 
de acceso a la información ambiental, fue la prime-
ra categoría indagada entre las car del país, a con-
tinuación, se presenta el análisis de los resultados. 

Resultados

Comprensiones de las car sobre el 
derecho a la información
A partir de la pregunta: ¿Cómo comprende la car el 
derecho a la información?, se identificaron dos po-
siciones que consolidaron sentidos que definieron 
dos subcategorías emergentes sobre ese derecho. 
De una parte, el derecho a la información como 
potestad referenciada en las normas jurídicas, don-
de es comprendido por las car exclusivamente a 
partir de remisiones a disposiciones jurídicas, sin 
que la entidad conceptualizara el derecho a partir 
de las formas como lo comprende por fuera de la 
literalidad de las normas. Allí se ubicaron 10 de las 
23 car; entre ellas, algunas aisladas, cuyas posi-
ciones ambiguas no hicieron posible establecer la 
comprensión a partir de la cual operan sobre el 
derecho a la información. Esta posibilidad se ejem-
plificó en respuestas como la ofrecida por la car 
del Atlántico, que contrario a las otras entidades, 
estimó que un derecho de petición empleado como 
medio de recolección de información en un ejer-
cicio académico no debe dirigirse a una persona 
jurídica pública como un sondeo de opinión, “es 
importante considerar que el ejercicio del derecho 
de petición ante las autoridades no implica la apli-
cación de encuestas o preguntas de opinión, como 
si se tratara de un particular o una persona natu-
ral” (car Atlántico, 2024). 

Lejos de un sondeo de opinión, el derecho de 
petición que fue presentado a la totalidad de las 
car de Colombia propuso preguntas exclusiva-
mente vinculadas con la experiencia de las enti-
dades, con el ejercicio de sus funciones, y con los 
referentes que emplean para asegurar el ejercicio 



7El acceso a la información ambiental desde las Corporaciones Autónomas Regionales (car)

Prolegómenos  ■  Vol. 29(57)

de los derechos de acceso en asuntos ambientales. 
Asimilar una pregunta que se focaliza en la com-
prensión del fondo, materia, contenido o alcance 
de un derecho, con la opinión que se tiene de este, 
es un parámetro que no debe pasar desapercibido 
en el análisis de la información, pues es una sig-
nificación que bosqueja una comprensión muy 
excepcional que una car hace sobre el derecho 
consultado y sobre la forma de acceder a la com-
prensión que se tiene. 

De tratarse de una encuesta o sondeo de opi-
nión, nada dice la legislación sobre la imposibilidad 
de presentar ese tipo de peticiones a una entidad 
como la car, toda vez que son personas jurídicas 
públicas en ejercicio de competencias y funciones 
asignadas por el orden jurídico para asegurar el 
debido ejercicio de derechos de los ciudadanos, y si 
la forma de entablar la relación con un administra-
do es una petición de información en modalidad 
de encuesta, entrevista o sondeo, no debe estar en 
la car cuestionar las peticiones presentadas, salvo 
que la información requerida sea objeto de reserva 
o esté clasificada.

En el caso de la car del Sur de Bolívar (2024), la 
ambigüedad se concretó en que “la car compren-
de a la información de manera amplia, de confor-
midad con lo establecido en la norma nacional”. El 
derecho a la información queda sin una identidad 
conceptualizada que permita apreciar la compren-
sión que se tiene de este, toda vez que, adicional 
que no se expuso de forma concreta y certera el re-
ferente normativo por medio del cual se compren-
de el derecho a la información, tampoco especificó 
qué emplean como referente, ni el contenido pun-
tual para identificar la comprensión del derecho a 
la información.

La car del Cauca y la Frontera Nororiental, 
fueron las dos únicas entidades que se remitie-
ron a la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió 
el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo (cpaca). La pri-
mera puntualizó que el derecho a la información 
se concreta en la obligación de las autoridades de 
mantener la información actualizada y completa a 
disposición de las personas, lo que de acuerdo con 
la identidad de esa facultad jurídica está haciendo 
referencia es al derecho de acceso a la información, 

mas no al derecho a la información; y la segunda 
asumió la mencionada ley como una de las dis-
puestas para garantizar el acceso a la información, 
pero sin conceptualizar la forma o formas de com-
prender el derecho a la información.

Por su parte, las car del Valle del Cauca, de la 
Guajira, de Chivor, de las Cuencas de los ríos Ne-
gro y Nare, y la del Canal del Dique, manifesta-
ron que comprenden el derecho a la información a 
partir de la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual 
se regula el derecho fundamental de petición y se 
sustituye un título del cpaca, y de la Ley 1712 de 
2014, por medio de la cual se creó la Ley de Trans-
parencia y del Derecho de Acceso a la Información 
Pública Nacional y se dictan otras disposiciones. 
En esta posición predominante de las car, el de-
recho a la información se conjugó indistintamente 
con el derecho de petición: “La Ley 1755 de 2015, 
respecto al derecho de todo colombiano al acceso 
de la información mediante el derecho de petición” 
(car Cauca, 2024). “Toda persona tiene el derecho 
a solicitar y recibir la información de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley 1755 de 2015” (car Chivor, 
2024). También se asimiló con el derecho de acceso 
a la información, pero en ninguna parte de las res-
puestas se puntualizó la comprensión del derecho a 
la información como una potestad diferente al de-
recho de petición ni al de acceso a la información:

[...] La Ley 1712 de 2014, compilada en el Decre-
to 1081 de 2015 o Decreto Reglamentario Único del 
Sector Presidencia de la República, obliga a todas las 
entidades a publicar información relacionada con la 
entidad en su portal web, el portal de datos abiertos 
del Estado colombiano, entre otros mecanismos que 
permitan la transparencia. (car Cauca, 2024)

El derecho a la Información se entiende bajo los 
principios de máxima publicidad para los titulares 
universales de la información. Quiere ello decir 
que toda la información que posee la entidad bajo 
control o custodia de un sujeto obligado, es pública. 
Solo se limita el acceso conforme a las disposiciones 
señaladas en la Ley 1712 de 2014 y 1755 de 2015. (car 
Cornare, 2024)

Se aplica tal como se encuentra establecido en 
la Ley 1712 de 2014, como entidad pública la Cor-
poración debe facilitar el derecho de acceso a la 
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información y la obligación de divulgar la infor-
mación pública y responder de buena fe, de manera 
adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitu-
des de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación 
de producir o capturar la información pública. (car 
Dique, 2024)

El derecho a la información como un derecho 
fundamental interdependiente fue la segunda sub-
categoría emergente, y se configuró por las car (12) 
que lo significaron a partir de la forma o formas 
como la entidad lo comprende, sin que para ello 
acudieran a una norma jurídica, o hayan remitido 
tal comprensión a una disposición en particular. 
En este grupo seis car comprendieron el derecho 
a la información como una facultad fundamental, 
de rango constitucional, desde la cual se despren-
den otros alcances y contenidos que le dan identi-
dad en el orden jurídico colombiano. Entre ellos 
sobresalieron la participación, el control y la trans-
parencia, la procedencia de restricciones de forma 
excepcional y el ejercicio del derecho de petición.

La car de Boyacá (2024) explicó que el dere-
cho a la información es pilar fundamental para 
“promover una mayor conciencia ambiental y una 
participación informada en la protección y con-
servación del medio ambiente”. Participación que 
también es vinculada a la información por la car 
del Norte y Oriente Amazónico: 

Es la participación que ejerce la sociedad sobre la 
información que es de interés público del cual tienen 
derecho a buscar, recibir y difundir información sin 
censura y se considera un componente esencial de 
la libertad de expresión y de prensa. (Car Norte y 
Oriente Amazónico, 2024)

La car del Cesar la comprende como razón 
para asegurar la transparencia y la realización del 
buen gobierno, mandatos de optimización que son 
rectores para el funcionamiento de la administra-
ción pública: “el derecho a la información como 
un componente esencial para la transparencia y 
el buen gobierno” (car Cesar, 2024), sentido que 
también se expresó por parte de la car del Tolima, 
que diferencia entre el alcance de responder solici-
tudes y el de difundir y publicitar la información: 
“difundir documentos de interés y dar efectiva pu-
blicidad a las diversas actuaciones administrativas, 

garantizando de esta manera los principios de 
transparencia y acceso a la información pública” 
(car Tolima, 2024).

Dentro de las car que vincularon el derecho a 
la información ambiental como potestad que pue-
de ser restringida de manera excepcional, estuvo 
la car de Cundinamarca: “derecho fundamental 
que tiene toda persona para conocer y acceder a 
la información pública que genere, obtenga o con-
trole una entidad pública, que solamente estará 
restringida por las excepciones contempladas en la 
ley.” (car Cundinamarca, 2024), y la car de Gua-
vio: “como un derecho fundamental de cualquier 
ciudadano para acceder a la información pública 
que repose en la entidad con excepción de aquella 
que contenga reserva de Ley” (car Guavio, 2024).

Algunas car relacionaron esa facultad fun-
damental con varios de los alcances y contenidos 
mencionados, confirmando la interdependencia 
y multimaterialidad de la información como de-
recho fundamental. La car del Alto Magdalena 
(2024) la relaciona con la transparencia y la parti-
cipación: “toda persona pueda conocer, consultar 
y obtener la información pública que se encuentra 
en las entidades, con excepción de los casos pre-
vistos en la Ley, promoviendo con ello la transpa-
rencia y la participación ciudadana”. Al igual que 
la car de Magdalena: “Este derecho es importante 
para garantizar la transparencia y la rendición de 
cuentas de las entidades públicas, y fomenta la par-
ticipación ciudadana” (car Magdalena, 2024).

Comprensiones de las car 
sobre el derecho de acceso a la 
información
En términos de análisis de los datos y de la natu-
raleza jurídica de los derechos indagados, el dere-
cho de información se posicionó como el derecho 
fundamental, connatural al ser humano, que le da 
razón de ser a los derechos de acceso, tanto de in-
formación en sentido general, como de acceso a la 
información ambiental en sentido particular. De 
allí que al preguntar a las car ¿Cómo comprenden 
el derecho de acceso a la información? la identidad 
y no contradicción con el derecho a la información 
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se difuminó, generando un panorama en el que 
la interdependencia entre derechos se convirtió 
en una comprensión compleja y difusa en la que 
predominan las asimilaciones y homogenizaciones 
que impiden establecer con nitidez y certeza hasta 
dónde llega un derecho y cuando inicia el otro.

En una tendencia similar a la que se identificó 
con la comprensión del derecho a la información, 
frente al derecho de acceso a la información se 
dieron tres posiciones a partir de las cuales emer-
gieron sentidos que definieron tres subcategorías 
emergentes. En primer lugar, y como posición 
minoritaria, sobre el derecho de acceso a la infor-
mación tres car comprendieron formas a través 
de las cuales lo realizan, lo que arrojó la primera 
dimensión del derecho de acceso como un derecho 
de implementación a cargo del sujeto obligado:

Como entidad del estado, la información debe 
estar siempre disponible como derecho de petición 
de información pública. (car Caldas, 2024)

La car tiene a disposición de la ciudadanía for-
mas de acceso a la información, entre ellas, a través 
de la página WEB para obtener información institu-
cional, así como la obtención de información como 
apoyo al usuario para realizar cualquier tipo de trá-
mite, servicios y consultas. (car Guavio, 2024) 

[...] Se ha avanzado en la implementación del 
Acuerdo de Escazú, para la línea de acceso a la in-
formación, ello a pesar de que no ha sido emitido 
fallo de Constitucionalidad, ni ser depositado en la 
secretaría del Acuerdo. En este orden de ideas, el ac-
ceso a la información se entiende a partir de la nor-
matividad vigente, y los estándares que propone el 
acuerdo. (car Cornare, 2024)

En un sentido similar, algunas car primero 
ofrecieron formas por medio de las cuales com-
prenden el derecho de acceso a la información, 
para luego justificar desde esa comprensión las 
obligaciones de implementación que tienen como 
instituciones competentes para garantizarlo. Fue 
el caso de la car de Boyacá (2024), que ve en el 
derecho objeto de estudio “un componente clave 
para empoderar a la ciudadanía y fortalecer la de-
mocracia ambiental”, desde el cual agregó “[...] esta 
entidad se ha comprometido a facilitar el acceso a 

la información de manera proactiva, transparen-
te y oportuna. Esto en aplicación de la Ley 1712 
de 2014 y Resolución 1519 de 2020”. La situación 
se repitió con la car de Cesar (2024), que definió 
el derecho de acceso a la información como “pilar 
fundamental para promover la transparencia y la 
participación ciudadana en la gestión ambiental”, 
para luego explicar “[...] trabajamos para desarro-
llar e implementar sistemas de información que fa-
ciliten a los ciudadanos el acceso a la información 
ambiental y administrativa que sea de su interés 
público”.

En las posturas anteriores, que son minori-
tarias, se apreció que, a partir de la comprensión 
propia de la car sobre el derecho de acceso a la 
información, se trata de un derecho que desenca-
dena su implementación a cargo del sujeto obliga-
do. Con esas posturas es el derecho de acceso a la 
información trascendió a derecho fundamental 
interdependiente, y si bien este último alcance fue 
la posición mayoritaria que definió la comprensión 
que las car tienen sobre el citado derecho, antes 
emergió una posición intermedia donde se le com-
prende como una potestad con referencia exclusi-
vamente jurídica.

Ocho de las 23 car remitieron su respuesta a 
las leyes en la materia, siendo la principal la Ley 
1712 de 2014, por medio de la cual se creó la Ley de  
Transparencia y del Derecho de Acceso a la Infor-
mación Pública Nacional y se dictan otras disposi-
ciones, en la que coincidieron siete entidades. De 
forma residual dos se refirieron a la Ley 1755 de 
2015, y una a la Ley 1437 de 2011. No obstante, y 
a diferencia de lo que se evidenció en la compren-
sión del derecho a la información, tres car que 
tomaron a las normas jurídicas como referente 
de comprensión del derecho, proporcionaron una 
conceptualización que se alejó de la literalidad de 
las disposiciones jurídicas, lo que totalizó 12 en-
tidades que proporcionaron una comprensión del 
derecho de acceso objeto de estudio sin reducirlo a 
una remisión normativa. 

Por último, y como posición mayoritaria entre 
las entidades consultadas, en un sentido muy si-
milar a lo que se configuró con el derecho a la in-
formación, frente al derecho de acceso prevaleció 
una comprensión como un derecho fundamental 
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de naturaleza interdependiente, sin que para con-
ceptualizarlo la mayoría de las entidades se hayan 
tenido que remitir a una norma jurídica. En este 
grupo las car comprendieron el derecho de acceso 
a la información como una facultad fundamental, 
desde la cual se desprenden otros alcances y con-
tenidos que le tratan de proporcionar una identi-
dad en el orden jurídico colombiano. No obstante, 
las formas de comprender ese derecho concurren 
con el sentido que se le proporciona al derecho a 
la información, desdibujando la identidad entre 
ambos. Eso conduce a escenarios de contradicción 
que pueden dificultar el reconocimiento y la pro-
tección de cada uno, en supuestos donde esté en 
juego solo uno de esos derechos, o en casos donde 
ambos confluyan. 

Las comprensiones que ofrecieron diez de las 
car develaron una relación de interdependencia 
entre el derecho a la información y el derecho para 
su acceso, que era previsible y se podía anticipar, 
debido a los contenidos y fines que los unen. Pero a 
pesar de las múltiples similitudes, entre ambos no 
hay identidad absoluta, lo que se confirmó a partir 
de las coincidencias y diferencias que emergieron 
desde los alcances con los cuales las car relaciona-
ron el derecho de acceso a la información. 

En principio, el derecho a la información y el 
derecho de acceso a esta son asimilados a partir 
de su relación con el control y la transparencia, en 
donde sobresale un especial sentido de deber para 
la car como sujeto obligado:

[...] El deber que tiene la autoridad administrati-
va de manera oportuna, veraz, completa, motivada y  
actualizada de brindar la información en la forma 
y condiciones que establezca la ley y la Constitución 
a cualquier persona que solicite algún tipo de in-
formación, garantizando los principios de máxima 
publicidad para titular universal y otros como el de 
transparencia, acceso a la información pública y di-
vulgación proactiva. (car Tolima, 2024)

Es garantizar a las personas acceder a la infor-
mación publicada por las autoridades gubernamen-
tales que contribuye a la transparencia, la rendición 
de cuentas y la participación ciudadana en la vida 
pública. (car Norte y Oriente Amazónico, 2024)

Varias car también coincidieron en la com-
prensión del derecho de acceso a la información 
asimilado con la procedencia de restricciones de 
forma excepcional: “Es un derecho fundamental 
que tiene toda persona para conocer y acceder a 
la información pública que genere, obtenga o con-
trole una entidad pública, que solamente estará 
restringida por las excepciones contempladas en 
la ley” (car Cundinamarca, 2024). Sentido que se 
replica en la car Corantioquia (2024) “como un 
derecho fundamental el cual se encuentra contem-
plado en la Constitución, ya que toda información 
tiene carácter de ser pública salvo reservas de ley y 
datos personales”, y en la car de Orinoquía:

Es el derecho que tiene toda persona a conocer 
sobre la existencia y acceder a la información públi-
ca en posesión o bajo control de los sujetos obliga-
dos; adicional hay que tener en cuenta que el acceso 
a la información solamente podrá ser restringido ex-
cepcionalmente, y estas excepciones son limitadas y 
proporcionales según la constitución y la ley. (car 
Orinoquía, 2024)

Las car distancian el derecho de acceso a la 
información del derecho a la información, cuan-
do lo desvinculan del ejercicio a la participación y 
del ejercicio del derecho de petición. Los silencios 
frente a esas dos dimensiones fueron reemplazados 
por un acentuado énfasis en el carácter iusfunda-
mental del derecho de acceso, en el que se refor-
zó el correlativo de derecho-deber que arrastra su 
contenido: 

Es el deber constitucional y legal que obliga a 
que las entidades permitan y garanticen que las per-
sonas conozcan, consulten o reciban adecuadamen-
te la información pública solicitada que se encuentre 
en su posesión, en cumplimiento del derecho funda-
mental de información. (car Alto Magdalena, 2024) 

Se lee, además:
El acceso a la información pública es un derecho 

fundamental, reconocido por medio del bloque de 
constitucionalidad, verbi gracia cuando en la Con-
vención Americana de Derechos Humanos en su 
artículo 13, recalca la obligación de los estados de 
brindar a los ciudadanos el acceso a la información 
que está en su poder. Así mismo, establece el dere-
cho que tenemos todos los ciudadanos de buscar, 
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solicitar y recibir y divulgar aquella información 
pública, en manos de los órganos, entidades y fun-
cionarios que componen el Estado. (Car Quindío, 
2024)

Comprensiones de las car 
sobre el derecho de acceso a la 
información ambiental
En Colombia, la Ley 2273 de 2022 aprobó el 
“Acuerdo regional sobre el acceso a la informa-
ción, la participación pública y el acceso a la jus-
ticia en asuntos ambientales en América Latina y 
el Caribe”, adoptado en Escazú, Costa Rica, el 4  
de marzo de 2018. Como se tuvo la oportunidad de 
profundizar, por medio de esa aprobación el Esta-
do colombiano acogió una definición completa y 
suficiente de información ambiental, la cual resul-
ta orientadora del derecho de acceso. A pesar de la 
reciente vigencia del concepto en el orden jurídico 
colombiano, de las 23 car seis hicieron una com-
prensión del derecho de acceso a la información 
ambiental, con referencia en una o varias disposi-
ciones jurídicas nacionales, de las cuales solo una 
se remitió a la Ley 2273 de 2022. 

Incluso la car Dique (2024) dio a entender que 
el Acuerdo de Escazú aún no estaba vigente en Co-
lombia, lo que impidió compartir la comprensión 
sobre el derecho de acceso a la información am-
biental: “En Colombia con respecto al derecho a la 
información en su vertiente ambiental, continúa 
con la negociación de un convenio Latinoameri-
cano que implemente los compromisos adquiridos 
en el principio 10”, haciendo referencia al principio 
de la Declaración de Río de Janeiro de 1992, que 
contiene una mención expresa sobre los derechos 
de acceso en asuntos ambientales. Contrario a lo 
anterior, cuatro car mencionaron la Ley 1712 de 
2014, dos mencionaron la Ley 1437 de 2011 o la Ley 
1755 de 2015, y dos se refirieron a la Ley 99 de 1993, 
específicamente en su artículo 71, que hace refe-
rencia a la publicidad de las decisiones sobre medio 
ambiente.

Por otro lado, se trató de una posición minori-
taria entre varias car reiterar el supuesto de pro-
poner una comprensión del derecho a partir de un 

expresa remisión a una disposición jurídica, o a 
una figura normativa que en apariencia contiene 
el alcance y materia del mencionado derecho, con 
identidad suficiente y sin prestarse a problemas de 
contradicción con los derechos a la información 
y al acceso a la información. Por el contrario, las 
car consolidaron una comprensión del derecho 
de acceso a la información ambiental a partir de 
conceptualizaciones que no se respaldaron en dis-
posición jurídica alguna, lo que si bien devela una 
comprensión del derecho más inclinada a estar 
por fuera de los referentes legales sobre los cuales 
sí se comprenden los derechos a la información 
y de acceso a la información, no asegura que las 
formas como se está comprendiendo tengan una 
identidad suficiente que evite dificultades de con-
tradicción con los otros dos derechos de los cuales 
es interdependiente.

Una significación inicial adquirió connota-
ciones amplias, genéricas y concurrentes con el 
derecho de acceso a la información, con el cual 
se hicieron asimilaciones poco detalladas que 
definieron relaciones de género (acceso a la in-
formación) y especie (acceso a la información am-
biental). En esta postura sobresalen los aportes de 
la car Orinoquía (2024), que comprende el acceso 
a la información ambiental como “un conjunto de 
actores y procesos involucrados en la gestión am-
biental, busca principalmente promover la gestión 
estratégica ambiental, velando por la difusión, uso 
y accesibilidad de la información. Significación si-
milar fue ofrecida por la car de Magdalena (2024, 
(car Dique, 2024), que encontró que es “el mismo 
principio del derecho de acceso a la información, 
pero en función de las entidades públicas de ca-
rácter ambiental”, y de la car Quindío (2024), que 
afirmó: “aplica el mismo derecho fundamental de 
acceso a la información pública, puesto que este 
derecho fundamental no discrimina por tipo de 
información, por consiguiente cuando se habla 
que el acceso a la información pública es un dere-
cho fundamental, se refiere a todo tipo de informa-
ción en contexto”.

Contrario a la tendencia anterior, la compren-
sión de la mayoría de las car sobre el derecho de 
acceso a la información ambiental se refuerza en 
términos de ejercicio de un derecho subjetivo; se 
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distancia de muchos de los alcances que fueron 
comunes entre el derecho a la información y el de-
recho de acceso a la información, en especial del 
control y la transparencia, de la procedencia de 
restricciones de forma excepcional y del ejercicio 
del derecho de petición, al tiempo que refuerza su 
interdependencia con el derecho a la participación, 
ejemplo de ello son:

[...] Derecho que tienen las personas a obtener 
información sobre el estado del medio ambiente y 
las actividades que pueden afectarlo. Este derecho 
permite a cualquier persona o asociación acceder a 
datos que poseen las autoridades públicas sin nece-
sidad de demostrar un interés especial. Dicho acceso 
a la información ambiental es crucial para la partici-
pación ciudadana en la toma de decisiones ambien-
tales y para la protección del derecho a un medio 
ambiente sano. (car Dique, 2024)

[...] Un componente fundamental para la gober-
nabilidad ambiental. A continuación, se presentan 
algunos aspectos relevantes sobre este derecho: par-
ticipación social y el derecho ambiental: la participa-
ción social es crucial para el desarrollo del derecho 
ambiental, esto es a través de los procesos de partici-
pación ciudadana. (car Risaralda, 2024)

Es garantizar a las personas acceder a la infor-
mación publicada por las autoridades gubernamen-
tales que contribuye a la transparencia, la rendición 
de cuentas y la participación ciudadana en la vida 
pública en todo lo referente a las acciones que se ade-
lantan en cuanto a temas ambientales. (car Norte y 
Oriente Amazónico, 2024)

Ejercicio de las car como sujetos 
obligados frente al acceso a la 
información ambiental
Tanto la Ley 1712 de 2014, como la Ley 2273 de 
2022, imponen a las car, como sujetos obliga-
dos frente al acceso a la información, un amplio 
conjunto de medidas para asegurar el ejercicio de 
ese derecho. A partir de la primera ley sobresalen 
como medidas de disponibilidad de la información 
contar con medios físicos, remotos o locales de 

comunicación electrónica, contar con la informa-
ción dispuesta en la web de manera que se facilite 
su consulta e impresión y asegurar apoyo al usua-
rio (Ley 1712, artículo 7, 2014). También le impone 
la adopción de un esquema de publicación, el cual 
“será difundido a través de su sitio web, y en su de-
fecto, en los dispositivos de divulgación existentes 
en su dependencia, incluyendo boletines, gacetas y 
carteleras” (Ley 1712, artículo 12, 2014). 

A lo anterior, se suma un programa de gestión 
documental, Ley 1712, artículo 15 (2004), donde 
“se establezcan los procedimientos y lineamientos 
necesarios para la producción, distribución, or-
ganización, consulta y conservación de los docu-
mentos públicos”, y “procedimientos claros para la 
creación, gestión, organización y conservación de 
sus archivos” (Ley 1712, artículo 16, 2014). En el 
caso de la Ley 2273 de 2023, el artículo 6 dispone 
que:

[...] Las autoridades competentes generen, reco-
pilen, pongan a disposición del público y difundan 
la información ambiental relevante para, sus fun-
ciones de manera sistemática, proactiva, oportuna, 
regular, accesible y comprensible (artículo 7, 1), a lo 
que se suma que la información ambiental sea re-
utilizable, procesable y esté disponible en formatos 
accesibles. (Artículo 7, 2) 

A cada car se le pidió que describiera los me-
dios físicos y los medios de comunicación electró-
nica que implementó en el periodo de marzo de 
2018 a diciembre de 2023, para divulgar proacti-
vamente la información pública ambiental y res-
ponder de buena fe, de manera adecuada, veraz, 
oportuna y accesible a las solicitudes que recibe. 
Mientras en los medios físicos se identificó una 
amplia disparidad entre las experiencias de las 
car, toda vez que la mayoría coinciden solo en 
las carteleras como su medio de divulgación, en la 
experiencia reseñada a partir de los medios elec-
trónicos se identificó mayor homogeneidad, en la 
medida que la mayoría coincidieron en contar con 
una ventanilla de atención para trámites y consul-
tas, con correo electrónico para recibir correspon-
dencia, peticiones, quejas, reclamos y solicitudes, y 
con página web (figura 1).
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A diferencia de las 23 respuestas proporciona-
das por las car en el segundo semestre de 2024, a 
inicios del primer semestre de 2025 se contrasta-
ron estos insumos con consolidados construidos a 
partir de la verificación directa de la página web, 
del correo electrónico para radicar comunicacio-
nes a la entidad y de la disponibilidad de servicio al 
usuario en el respectivo portal. Se evidenció que de 
33 car todas cuentan con página web, de las cuales 
solo la correspondiente a la car de las cuencas de 
los ríos Bogotá, Ubaté y Suárez remitía a la página 
web de la car Cundinamarca, y la de la car de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina - Coralina, 
no estaba en funcionamiento.

En la totalidad de las car se identificó la dis-
ponibilidad de mínimo un correo electrónico para 
radicar correspondencia, peticiones, quejas, recla-
mos y solicitudes, lo que devela que las diez que 
no dieron respuesta a los derechos de petición de 

información radicados en virtud de esta investi-
gación, reflejan un descuido o falta de diligencia 
para asegurar el ejercicio del derecho de acceso 
a la información, mas no un incumplimiento de 
las medidas para intentar el acceso. Respecto a la 
disponibilidad de un medio de servicio al usuario, 
de la totalidad de las car, seis no cuentan con ese 
parámetro de acceso a la información ambiental. 

Frente a los esquemas de publicación, los cuales 
deben contener la información mínima obligatoria 
del sujeto obligado, las formas de publicación de la 
información, y según la Ley 1712, artículo 12 (2014) 
“los cuadros de clasificación documental que faci-
liten la consulta de los documentos públicos que 
se conservan en los archivos del respectivo sujeto 
obligado”, se les peticionó que describieran el siste-
ma implementado en el periodo de marzo de 2018, 
a diciembre de 2023, para divulgar proactivamente 
la información pública ambiental (figura 2).

Figura 1. Medios físicos y medios de comunicación electrónica implementados por las car de Colombia entre 2018 
y 2023

Fuente: elaboración propia.

Figura 2. Referentes empleados por las car para describir sus esquemas de publicación de información

Fuente: elaboración propia.
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Contrario a la car de la Orinoquía, que requi-
rió ampliación y aclaración de la pregunta debido 
a que la encontró ambigua, 14 de las 22 car restan-
tes expresaron que su sistema de publicación está 
disponible en la página web de la entidad, y remi-
tieron al peticionario dicha consulta. De estas 14 
entidades, seis llevaron su esquema de publicación 
a otros medios adicionales a la página web, como 
radio, televisión, boletines, o redes sociales. Para 
responder sobre los esquemas de publicación, dos 
de las 23 car se respaldaron en la ya citada Ley 
1437 de 2011, y seis en la Ley 1712 de 2014:

Este plan es el conjunto de estrategias y herra-
mientas definidas para la divulgación de la gestión 
institucional, desarrollando contenidos de la co-
municación hacia los públicos externos, especial-
mente a usuarios. Produciendo diferentes piezas de 
comunicación, las cuales se difunden por diferentes 
medios de comunicación como: página web, correo 
electrónico institucional, redes sociales, plataformas 
digitales, periódicos, radio y televisión. (car Cundi-
namarca, 2024)

A través de su plan de comunicaciones emi-
te la información a ser divulgada en los diferentes 
medios: páginas web, redes sociales, programas ra-
diales. De igual manera el índice de transparencia y 
acceso a la información se mantiene actualizado en 
cumplimiento de la Ley 1712 de 2014. (car Guavio, 
2024)

Adicional a los parámetros básicos de acceso a 
la información ambiental como los anteriores, en 
el derecho de petición se solicitó que describieran 
el servicio de traducción a idiomas y lenguas que 
implementan para divulgar proactivamente la in-
formación pública ambiental. De las 23 respuestas 
a los derechos de petición se evidenció que once de 
las car: Cauca, Guavio, Valle del Cauca, Risaralda, 
Caldas, Tolima, Boyacá, Corponor, Quindío, Cor-
nare y Alto Magdalena, aseguraron tener servicios 
de traducción por lo menos a otro idioma; de ellas 
Caldas lo implementa en lengua Emberá, y Valle 
del Cauca afirmó hacerlo en varias lenguas indíge-
nas. Tan solo ocho car manifestaron que no con-
taban con sistema de traducción a otros idiomas o 
lenguas, de las cuales es necesario citar la respuesta 
de la car Cundinamarca (2024), de la que se pierde 

cualquier posibilidad de asegurar enfoques dife-
renciales, en especial de tipo étnico:

La página web tiene integrado un traductor, que 
permite traducir los contenidos de la página al idio-
ma inglés. No se cuenta con un traductor de lenguas, 
ya que, aunque en el territorio se encuentran comu-
nidades indígenas, el lenguaje predominante en es-
tas es el español. 

En contraste con las respuestas a los derechos 
de petición, una vez fueron verificadas las 33 pági-
nas web de las entidades en el primer semestre de 
2025, se evidenció que 15 car tenían el servicio de 
traducción disponible por lo menos a otro idioma. 
La posible razón de la disparidad radica en: i) los 
sistemas de traducción no están visibles en la pá-
gina de inicio y deben ser localizados a través de 
búsqueda por parte del usuario; ii) se deshabilita 
el servicio de traducción; iii) algunas car asumen 
que tienen disponible el servicio de traducción por 
cuenta de los traductores automáticos que pueden 
ser consultados a través de determinados motores 
de búsqueda. Entre las pocas car que ofrecieron la 
descripción del servicio de traducción a idiomas y 
lenguas que implementa para divulgar proactiva-
mente la información pública ambiental, estuvie-
ron la car de Alto Magdalena y de Quindío:

La corporación cuenta con herramientas para 
facilitar la accesibilidad a la información pública, 
promoviendo su divulgación a través de la opción 
de traducción a otros idiomas disponible en el por-
tal web de la corporación, que le permite al usuario 
seleccionar entre los idiomas inglés y francés. Se 
dispone de interpretación al lenguaje de señas para 
divulgar información relevante como: rendición 
de cuentas, socialización del plan de acción, entre 
otros, así como también se articula con el centro de 
relevo Colombia dispuesto por Mintic para la aten-
ción al ciudadano en condición de discapacidad au-
ditiva. (car Alto Magdalena, 2024)

La corporación cuenta dentro de su procedi-
miento, con el codificado como PR-S-06, correspon-
diente a peticiones, quejas, reclamos, sugerencias 
y denuncias (pqrsd), preceptuado en el numeral 6 
procedimiento para peticiones verbales en lenguas 
nativas. La manera correcta de recepcionar y radicar 
este tipo de peticiones, basados en el Decreto 1166 
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de 2016, numeral 2.2.3.12.9: las personas que hablen 
una lengua nativa o un dialecto oficial de Colombia 
podrán presentar peticiones verbales ante cualquier 
autoridad en su lengua o dialecto. Las autoridades 
habilitarán los respectivos mecanismos que garan-
ticen la presentación, constancia y radicación de 
dichas peticiones. Cuando las entidades no cuenten 
con intérpretes en su planta de personal para tradu-
cir directamente la petición, dejarán constancia de 
ese hecho y grabarán el derecho de petición en cual-
quier medio tecnológico o electrónico, con el fin de 
proceder a su posterior traducción y respuesta. (car 
Quindío, 2024)

Discusión

El derecho a la información, el 
derecho de acceso a la información 
y el derecho de acceso a la 
información ambiental ¿Un caso de 
sinónimos jurídicos?
La comprensión que compartieron las car de Co-
lombia sobre el derecho a la información, el de-
recho de acceso a la información y el derecho de 
acceso a la información ambiental, por regla gene-
ral, daría cuenta de tres expresiones de un mismo 
sentido; pero un alcance univoco de las tres facul-
tades jurídicas está lejos de corresponderse con 
la identidad y razón suficiente de esos derechos. 
Cuatro disposiciones constitucionales sustentan el 
contenido del derecho a la información en Colom-
bia. Adicional a la información personal consagra-
da en el artículo 15 de la Constitución Política de 
1991, el derecho a la información está vinculado a 
la libertad de pensamiento y expresión en el artí-
culo 20, que lo contempla como la facultad para 
“informar y recibir información veraz e imparcial, 
y la de fundar medios de comunicación masiva”. 
El artículo 74 dispone que “todas las personas tie-
nen derecho a acceder a los documentos públicos 
salvo los casos que establezca la ley”. El artículo 23 
contempla el derecho de petición que, de acuerdo 
con la Ley 1437 de 2011, implica que cualquier ac-
tuación que comience cualquier persona ante las 
autoridades implica el ejercicio de ese derecho, 

posibilitando el acceso a la información, a docu-
mentos públicos, y a consultas a las autoridades.

A partir de los referentes mencionados, en Co-
lombia el derecho a la información es fundamental, 
según la Sentencia T-578 de 2018 y la T-114 de 1993, 
que se adscribe al correlativo de derecho-deber, en 
especial para el sector ambiente, por dos materias 
que definen su contenido. De una parte porque: 

El titular del derecho tiene al mismo tiempo una 
obligación respecto de esas conductas protegidas 
por el derecho fundamental. No se trata que frente 
al derecho del titular otra persona tenga un deber 
frente a ese derecho, sino que el mismo titular del 
derecho soporta la exigencia de un deber. (Sentencia 
T-411, 1992) 

De otra parte, porque “la información es poder 
y el poder procede del pueblo, que ostenta el dere-
cho-deber a un medio ambiente adecuado”, lo que 
exige promover acciones por el empoderamiento 
ciudadano a través del acceso a la información am-
biental (Razquín Lizarraga, 2018, p. 52).

En el derecho a la información hay un pará-
metro de construcción y cualificación democráti-
ca, siempre que se vincula con figuras propias de 
un régimen de esa naturaleza, como la igualdad, 
el concepto de “autogobierno de la ciudadanía, la 
pluralidad y la participación” (Oyhanarte y Kan-
tos, 2015, p. 1). Además, si “la información se con-
cibe como derecho, es también una práctica que 
implica el ejercicio de la libertad que toda perso-
na tiene de acceder a ella, de buscarla, producirla 
y difundirla” (Méndez y Morales, 2012, p. 192) Lo 
anterior, recuerda que el derecho a la información 
no es absoluto, y por ello implica: 

i) Un deber, tanto del Estado como de los parti-
culares, de emitir una respuesta frente a la solicitud 
de información requerida; ii) un derecho de toda 
persona a recibir información y; iii) un derecho de 
los profesionales de construir la información con 
libertad y responsabilidad social. (Sentencia T-578, 
1993)

El derecho a la información se traduce en un 
derecho de asumir conocimiento, y con ello, se 
satisface la necesidad que toda persona tiene de 
procesar información para emprender la toma 
de decisiones que le den realización a su libertad 
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(Pulido et al. 2013). En la medida que estar infor-
mado es tener dominio del conocimiento, el dere-
cho a la información es una facultad que define las 
formas de ser y de estar de la persona a nivel indi-
vidual y social, con un posicionamiento frente al 
contexto y a quienes se integran en él, lo que hace 
de la información un bien que será pretendido en 
términos de calidad, pues de poco vale tener acce-
so a la información si esta no tiene la calidad que 
se requiere en cada ámbito en el que determina el 
ejercicio individual con aseguramiento de la iden-
tidad, la diversidad y la autorrealización (Garre-
tón, 1995). 

Del derecho a la información se desprenden el 
derecho de acceso a la información y de acceso a la 
información ambiental, pero constitucionalmente 
en Colombia se ha reconocido que el fundamento 
axial de todas esas potestades fundamentales radi-
ca en el derecho de petición. En este la Corte Cons-
titucional reconoce el género, porque “envuelve el 
derecho de solicitar informaciones por parte de 
los ciudadanos; el acceso a la información sobre 
las actividades de la administración y el derecho a 
pedir y obtener copia de sus documentos” (Senten-
cia T-074, 1997). Una línea que ha mantenido a lo 
largo de los años, confirmando que si el derecho de 
información es la especie:

El de petición es el género del conjunto de de-
rechos que le permiten a los ciudadanos obtener la 
información que reposa en las entidades públicas y, 
así, posibilitar el ejercicio de la democracia partici-
pativa dentro de un Estado social de derecho. (Sen-
tencia T-881, 2004, p. 3)

De lo anterior, “una de las modalidades del de-
recho de petición es el de petición de información 
y, en esa medida, la satisfacción de ese derecho 
implica una relación inescindible con el acceso a 
la información como una garantía constitucional 
específica” (Sentencia, T-114, 2018, p. 4). Es una 
doctrina compartida que el derecho de acceso a la 
información se desprenda de los contenidos y fina-
lidades que encierra el derecho fundamental a la 
información, de manera que se asume el “acceso a 
la información como especie del genérico derecho 
humano a la información” (Sereno Marín, 2022, p. 
201). La finalidad del derecho de acceso se centra, 

según Villanueva (2010, p. 41), en “examinar datos, 
registros y todo tipo de informaciones en poder de 
entidades públicas y empresas privadas que ejer-
cen gasto público”, es decir, es la potestad proce-
dimental que asegura el hacerse a la información, 
de manera que en su ejercicio “un sujeto denomi-
nado receptor pueda examinar información que le 
conlleven a la toma de una decisión, lo que al fin 
de cuentas se busca, es estar informado de manera 
consciente y objetiva” (Ríos, 2005, p. 128). 

Se trata entonces de la potestad que integra la 
debida aplicación de un conjunto de medidas que 
garanticen llegar y obtener la información como 
soporte del conocimiento que es necesario para 
dimensionar la realidad en la cual se encuentra 
quien ejerce el acceso, dimensión que se traduce 
en alcanzar conocimientos que permiten explicar 
y comprender una realidad. De manera que por 
medio del acceso a la información cada persona 
puede adquirir los insumos cognitivos para ser y 
estar en el mundo, razón para ver en ese derecho 
“un elemento de autorrealización personal” (Sere-
no Marín, 2022, p. 203).

En Colombia, el derecho de acceso a la informa-
ción tiene una modalidad especial que se instala en 
los asuntos ambientales. Adscrito a los elementos 
que definen el derecho a la información y el de-
recho de petición, y a los indicadores que definen 
las garantías del acceso a la información pública, 
el derecho de acceso a la información ambiental 
se especializa a partir del alcance que adquiere la 
información ambiental, y se constituye en un pre-
supuesto previo que determina el adecuado ejerci-
cio del acceso a la participación y a la justicia. Por 
información ambiental, la Ley 2273 de 2022 define: 

[...] Cualquier información escrita, visual, sono-
ra, electrónica o registrada en cualquier otro forma-
to, relativa al medio ambiente y sus elementos y a los 
recursos naturales, incluyendo aquella que esté re-
lacionada con los riesgos ambientales y los posibles 
impactos adversos asociados que afecten o puedan 
afectar el medio ambiente y la salud, así como la re-
lacionada con la protección y la gestión ambientales. 
(Artículo 2, c)

De allí que Casado Casado (2013) lo explica a 
partir de una dimensión dual compuesta por la 
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“difusión activa de la información por parte de 
las autoridades públicas; y la difusión pasiva me-
diante el acceso a la información ambiental pre-
via solicitud” (p. 248). Mientras el derecho a la 
información está revestido por la tipología de ser 
un atributo iusfundamental sustancial, el derecho 
de acceso a la información ambiental es iusfunda-
mental, pero mediático, pues en el sector ambiente 
tiene una dimensión teleológica que lo inserta en 
los “derechos procedimentales” (López Ramón, 
1997, p. 348), “derechos de garantía” (Salazar 
Ortuño, 2018, p. 378), “derechos adjetivos” (Sala-
zar Ortuño y Tóth Nagry, 2014, p. 3) o “derechos 
procesales” (Krämer, 2004, p. 20), siempre que en 
este se concentran las garantías democráticas que 
instrumentalizan el ejercicio de aproximación y 
apropiación eficaz al conocimiento por medio de 
la información.

De manera que el derecho de acceso a la infor-
mación ambiental “aunque materialmente es de 
carácter instrumental, formalmente constituye un 
derecho sustantivo de titularidad colectiva genéri-
camente atribuido a todas las personas que deseen 
ejercerlo” (Martín 2003, p. 108). O como lo ilustra 
Guzmán Jiménez (2020), “tiene un doble rol: es un 
derecho cuya titularidad es de todas las personas 
para buscar y recibir la información que conside-
ren pertinente y necesaria y es una actuación ad-
ministrativa” (p. 123). 

Para nuestro caso, se propone como la potes-
tad fundamental de naturaleza primordialmente 
procedimental, para tener conocimiento de la in-
formación pública ambiental que existe y poder 
apropiarla, entendiendo que dicha información 
se refiere al medio ambiente, a sus elementos y a  
los recursos naturales, a los riesgos ambientales  
y los posibles impactos adversos asociados que 
afecten o puedan afectar el medio ambiente y la sa-
lud, así como la relacionada con la protección y la 
gestión ambiental, restringible únicamente por dis-
posición constitucional o legal, desprendiendo de 
su desarrollo material la facultad para peticionar y 
recibir información por parte de los sujetos obliga-
dos, sin tener que motivar dicha petición o acredi-
tar razones para justificar la solicitud, la facultad 
de ser informado con celeridad si la información 
peticionada está o no en poder del sujeto obligado 

que recibe la solicitud; y ser informado del ejercicio 
de impugnación o recurrir la falta de entrega de la 
información (Hernández Barrera, 2023).

Conclusiones
Es inevitable comenzar el planteamiento de las 
conclusiones de esta investigación, que estuvo in-
tencionalmente focalizada en el ejercicio del dere-
cho de acceso a la información ambiental, sin dejar 
de mencionar que del trabajo de campo en el que se 
consultaron 33 car que se integran al sina, esto es, 
el más amplio y relevante conjunto de órganos jurí-
dicamente revestidos como autoridades nacionales 
del sector ambiente, tan solo 23 dieron resolución 
al derecho de petición. El silencio de las diez car 
que fueron peticionadas es sustento suficiente para 
dejar en términos de una descripción normal que 
los hechos expresen cómo se desenvuelve el ejerci-
cio del derecho de acceso a la información ambien-
tal en Colombia (Martínez Miguélez, 2004). 

Entre las car que no desconocieron el ejerci-
cio del derecho de petición, predominó una ambi-
güedad en la comprensión de cada uno de los tres 
derechos como potestades ontológicas y deontoló-
gicas con una identidad propia, lo que les impide 
abarcar sus dimensiones lógico-formales o estruc-
turales, las materiales y las teleológicas, toda vez 
que, por regla general, a partir de las comprensio-
nes que tienen de cada uno de los tres derechos, 
no es posible establecer una identidad que evite 
la contradicción entre ellos, derechos que si bien 
son interdependientes, no tienen una identidad 
absoluta.

En las apreciaciones compartidas por las car, 
el derecho a la información encuentra respaldo en 
dos fuentes para develar las modalidades de cómo 
es comprendido, y con ellas, cómo es significado. 
De una parte, las disposiciones jurídicas, a partir 
de las cuales los derechos indagados carecen de 
una conceptualización que permita apreciar cómo 
comprende cada entidad el respectivo derecho. El 
resguardo en la ley proporciona una significación 
del contexto en el cual se acredita el reconocimien-
to de las normas que regulan la materia, mas no los 
alcances y componentes que identifican la dimen-
sión material en cada uno de los derechos. 
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El derecho a la información como un derecho 
fundamental interdependiente se nutrió por su 
concatenación con la participación, el control y 
la transparencia, la procedencia de restricciones 
de forma excepcional y el ejercicio del derecho de 
petición, lo que integró la segunda fuente de com-
prensión, sin que en ella hayan acudido a una nor-
ma jurídica, o hayan remitido tal comprensión a 
una disposición en particular.

Si bien se podría pretender asegurar que el dere-
cho a la información cuenta con identidad suficien-
te que impide su confusión con las dimensiones 
del acceso, las comprensiones y significaciones 
realizadas por las car impiden asegurar que dicha 
identidad exista. La interdependencia que tiene con 
el derecho de acceso a la información develó una 
comprensión compleja y difusa, en la que predomi-
nan las asimilaciones y homogenizaciones que im-
piden establecer con nitidez y certeza hasta dónde 

llega un derecho y cuando inicia el otro. En su 
dimensión de acceso el derecho fue comprendido 
minoritariamente como obligación de implemen-
tación, y como ejercicio de cumplimiento de una 
obligación jurídica, y de manera mayoritaria como 
un derecho interdependiente.

Por último, a diferencia de la tendencia regis-
trada con el derecho a la información y el derecho 
de acceso a la información, las car develaron una 
comprensión del acceso a la información ambien-
tal desde conceptualizaciones que no estuvieron 
respaldadas en disposición jurídica alguna, arro-
jando una comprensión más inclinada a estar por 
fuera de los referentes legales, pero que no es ga-
rantía para confirmar que las formas como se está 
comprendiendo tengan una identidad suficiente 
que evite dificultades de contradicción con los 
otros dos derechos de los cuales el acceso a la in-
formación ambiental es interdependiente.
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